
1. Conforme  al  artículo  15  de  la  Ley  38/2003,  de  17  de  noviembre,  General  de  Subvenciones,  indique  cuál  de  las
siguientes  obligaciones  no  es  una  obligación  de  las  entidades  colaboradoras:

a) Justificar la entrega de los fondos percibidos ante el órgano concedente de la subvención y, en su caso, entregar
la justificación presentada por los beneficiarios.

b) Someterse  a  las  actuaciones  de  comprobación  que  respecto  de  la  gestión  de  dichos  fondos  pueda  efectuar  el
órgano  concedente,  así  como cualesquiera  otras  de  comprobación  y  control  financiero  que  puedan  realizar  los
órganos  de  control  competentes,  tanto  nacionales  como  comunitarios,  aportando  cuanta  información  le  sea
requerida.

c) Conservar  los  documentos  justificativos  de  la  aplicación  de  los  fondos  recibidos,  incluidos  los  documentos
electrónicos,  en  tanto  puedan  ser  objeto  de  las  actuaciones  de  comprobación  y  control.

d) Comprobar,  en  su  caso,  el  cumplimiento  y  efectividad  de  las  condiciones  o  requisitos  determinantes  para  su
otorgamiento,  así  como  la  realización  de  la  actividad  y  el  cumplimiento  de  la  finalidad  que  determinen  la
concesión  o  disfrute  de  la  subvención.

2. Conforme al artículo 7 del Reglamento Orgánico del Gobierno y de la Administración del Excmo. Ayuntamiento de
Santa Cruz de Tenerife, son órganos directivos del Excmo. Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife, entre otros, el
siguiente (SEÑALAR LA RESPUESTA INCORRECTA):

a) El/la Tesorero/a municipal.
b) El/la titular de la Asesoría Jurídica.
c) El/la Interventor/a General municipal.
d) El/la Secretario/a General del Pleno.

3. Atendiendo  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  27  de  la  Ley  29/1998,  de  13  de  julio,  reguladora  de  la  Jurisdicción
Contencioso-administrativa, cuando un Juez o Tribunal de lo Contencioso-administrativo hubiere dictado sentencia
firme estimatoria por considerar ilegal el contenido de la disposición general aplicada, deberá plantear:

a) La  cuestión  de  inconstitucionalidad  ante  el  Tribunal  competente  para  conocer  del  recurso  directo  contra  la
disposición.

b) La cuestión de ilegalidad ante el Tribunal competente para conocer del recurso directo contra la disposición.
c) La acción de nulidad ante el Tribunal competente para conocer del recurso directo contra la disposición.
d) La declaración de nulidad ante el Tribunal competente para conocer del recurso directo contra la disposición.

4. Conforme  al  artículo  89  del  texto  refundido  de  la  Ley  del  Estatuto  Básico  del  Empleado  Público,  ¿qué  situación
administrativa  NO  podrá  declararse  cuando  al  funcionario  público  se  le  instruya  expediente  disciplinario?:

a) Excedencia voluntaria por interés particular.
b) Servicio en otra administración pública.
c) Servicios especiales.
d) Suspensión de funciones.
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5. En relación con el artículo 26 (relativo a los principios de buen gobierno) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, es un principio general:

a) Guardar la debida reserva respecto a los hechos o informaciones conocidos con motivo u ocasión del ejercicio de
sus competencias.

b) Desempeñar sus funciones con transparencia.
c) Ejercer los poderes que les atribuye la normativa vigente con la finalidad exclusiva para la que fueron otorgados y

evitarán toda acción que pueda poner en riesgo el interés público o el patrimonio de las Administraciones.
d) Asegurar un trato igual y sin discriminaciones de ningún tipo en el ejercicio de sus funciones.

6. De conformidad  con  el  artículo  69  de  la  Ley  29/1998,  de  13  de  julio,  reguladora  de  la  Jurisdicción  Contencioso-
administrativa, la sentencia declarará la inadmisibilidad del  recurso o de alguna de las pretensiones en los casos
siguientes (SEÑALAR LA RESPUESTA INCORRECTA):

a) Que recayera sobre cosa juzgada o existiera litispendencia.
b) Que tuviera por objeto disposiciones o actos nulos de pleno derecho.
c) Que se hubiera interpuesto por persona incapaz, no debidamente representada o no legitimada.
d) Que el Juzgado o Tribunal Contencioso-administrativo carezca de jurisdicción.

7. Atendiendo  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  6  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo
Común  de  las  Administraciones  Públicas,  los  poderes  que  se  inscriban  en  los  registros  electrónicos  generales  y
particulares  de  apoderamientos  deberán  corresponder  a  alguna  de  las  siguientes  tipologías  (SEÑALAR  LA
RESPUESTA  INCORRECTA):

a) Un  poder  para  que  el  apoderado  pueda  actuar  en  nombre  del  poderdante  únicamente  para  la  realización  de
determinados  trámites  especificados  en  el  poder.

b) Un  poder  general  para  que  el  apoderado  pueda  actuar  en  nombre  del  poderdante  en  cualquier  actuación
administrativa  y  ante  cualquier  Administración.

c) Un  poder  especial  para  que  el  apoderado  pueda  actuar  en  nombre  del  poderdante  en  cualquier  actuación
administrativa  y  ante  cualquier  Administración  u  Organismo.

d) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación administrativa
ante una Administración u Organismo concreto.

8. De conformidad con el artículo 25.2 de la Ley 7/1985, de 1 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local,
indica cuál de las siguientes materias es competencia propia del municipio:

a) Carreteras,  salvo  las  que  se  declaren  de  interés  autonómico,  en  el  marco  de  lo  que  disponga  la  legislación
territorial  canaria.

b) Servicios forestales, vías pecuarias y pastos.
c) Actuaciones en la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres, así como contra la violencia de género.
d) Artesanía y caza.

9. Según el artículo 165 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido
de  la  Ley  Reguladora  de  las  Haciendas  Locales,  la  adaptación  de  las  disposiciones  generales  en  materia
presupuestaria a la organización y circunstancias de la propia entidad, así como aquellas otras necesarias para su
acertada gestión, se contienen en:

a) Los estados de gastos y sus créditos iniciales.
b) Las Bases de ejecución.
c) Los estados de ingresos.
d) Ninguna respuesta es correcta.
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10. De  acuerdo  con  el  artículo  16.1  de  la  Ley  7/1985,  de  2  de  abril,  Reguladora  de  las  Bases  del  Régimen  Local,
cuando se trate de la inscripción de extranjeros sin autorización de residencia de larga duración, no pertenecientes
a un Estado miembro de la Unión Europea, a Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o a
otros  Estados  a  los  que,  en  virtud  de  un  convenio  internacional  se  extienda el  régimen jurídico  previsto  para  los
ciudadanos  de  los  Estados  mencionados  anteriormente,  deberá  ser  objeto  de  renovación  periódica:

a) Cada año.
b) Cada tres años.
c) Cada seis meses.
d) Cada dos años.

11. De conformidad con el artículo 59 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, en las
ofertas de empleo público se reservará un cupo no inferior  al  siete por  ciento de las vacantes para ser  cubiertas
entre  personas  con  discapacidad  y  se  realizará  de  manera  que,  al  menos,  el  porcentaje  de  plazas  para  ser
cubiertas  por  personas  que  acrediten  discapacidad  intelectual,  sea  de  un:

a) Uno por ciento.
b) Dos por ciento.
c) Tres por cierto.
d) Cinco por ciento.

12. Conforme al artículo 24 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y
buen  gobierno,  la  reclamación  interpuesta  contra  la  resolución,  expresa  o  presunta,  ante  el  Comisionado  de
Transparencia  y  acceso  a  la  información  pública  tiene  carácter:

a) Preceptivo y previo a la vía jurisdiccional contenciosa-administrativa.
b) Potestativo y previo a la vía jurisdiccional contenciosa-administrativa.
c) Vinculante y previo a la vía jurisdiccional contenciosa-administrativa.
d) No vinculante y posterior a la vía jurisdiccional contenciosa-administrativa.

13. De conformidad con el artículo 72.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de
las Administraciones Públicas, se acordarán en un solo acto todos los trámites que, por su naturaleza, admitan un
impulso simultáneo y no sea obligado su cumplimiento sucesivo, de acuerdo con el principio de:

a) Eficacia.
b) Eficiencia.
c) Celeridad.
d) Simplificación administrativa.

14. Según el artículo 59.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, los ayuntamientos podrán establecer y exigir el:

a) Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Rústica.
b) Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Alumbrado.
c) Impuesto  sobre  el  Incremento  de  Valor  de  los  Terrenos  de  Naturaleza  Rústica  y  el  Impuesto  sobre

Construcciones,  Instalaciones  y  Alumbrado.
d) Ninguna respuesta es correcta.

15. Conforme al artículo 68 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, ¿cuándo se puede
conceder de forma excepcional la rehabilitación de la condición de funcionario?:

a) En caso de extinción de la relación de servicios como consecuencia de pérdida de la nacionalidad.
b) En caso de  extinción  de  la  relación  de  servicios  como consecuencia  de  jubilación  por  incapacidad permanente

para  el  servicio.
c) En caso de pérdida de la condición de funcionario por haber sido condenado a la pena principal o accesoria de

inhabilitación.
d) En caso de pérdida de la condición de funcionario por sanción disciplinaria de separación del servicio de carácter

firme.
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16. En  atención  a  lo  reconocido  en  el  artículo  106.5  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  cuando  el  procedimiento  de  revisión  de  disposiciones  y
actos nulos se hubiera iniciado a solicitud de interesado, si transcurre del plazo de seis meses desde su inicio sin
dictarse resolución, se podrá entender:

a) Finalizado el procedimiento por caducidad del mismo.
b) Finalizado el procedimiento por prescripción del mismo.
c) Desestimada la solicitud por silencio administrativo.
d) Desestimada la solicitud por renuncia del interesado.

17. El Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora
de  las  Haciendas  Locales,  en  su  artículo  191  se  refiere  a  que  el  remanente  de  Tesorería  de  la  entidad  local  se
configura  como:

a) Las obligaciones reconocidas y liquidadas no satisfechas el último día del ejercicio, los derechos pendientes de
cobro y los fondos líquidos a 31 de diciembre.

b) La liquidación del presupuesto de ingresos de los organismos autónomos que formen parte de la entidad local.
c) La liquidación del presupuesto de ingresos de los organismos autónomos y de las entidades de derecho público

que formen parte de la entidad local.
d) Las  obligaciones  y  derechos  reconocidos  y  liquidados  no  satisfechos  el  último  día  del  ejercicio,  los  derechos

pendientes  de  cobro  y  los  fondos  líquidos  a  1  de  enero.

18. Según el artículo 2.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, la hacienda de las entidades locales estará constituida, entre otros,
por los siguientes recursos: (SEÑALAR LA RESPUESTA INCORRECTA):

a) Los percibidos en concepto de precios públicos.
b) Las subvenciones.
c) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho público.
d) Las participaciones en los tributos del Estado y de las Comunidades Autónomas.

19. Conforme al artículo 39 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, serán nulos de pleno
derecho los contratos celebrados por poderes adjudicadores en los que concurra alguna de las causas siguientes
(SEÑALAR LA RESPUESTA INCORRECTA):

a) La carencia o insuficiencia de crédito.
b) La  falta  de  publicación  del  anuncio  de  licitación  en  el  perfil  de  contratante  alojado  en  la  Plataforma  de

Contratación  del  Sector  Público.
c) El estar este incurso en alguna de las prohibiciones para contratar señaladas en el artículo 71.
d) Todas  aquellos  actos  emanados  de  cualquier  poder  adjudicador  que  otorguen,  de  forma  directa  o  indirecta,

ventajas  a  las  empresas  que  hayan  contratado  previamente  con  cualquier  Administración.

20. De conformidad con el artículo 35.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de
las  Administraciones  Públicas,  serán  motivados,  con  sucinta  referencia  de  hechos  y  fundamentos  de  derecho:
(SEÑALAR  LA  RESPUESTA  INCORRECTA)

a) Los actos que rechacen o admitan pruebas propuestas por los interesados.
b) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos consultivos.
c) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo en virtud de

disposición legal o reglamentaria expresa.
d) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos, recursos

administrativos y procedimientos de arbitraje y los que declaren su inadmisión.
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21. A  la  vista  del  artículo  8  de  la  Ley  8/2015,  de  1  de  abril,  de  Cabildos  Insulares,  como  órganos  de  gobierno,
administración  y  representación  de  las  islas,  son  competencias  propias  de  los  cabildos  insulares  (SEÑALAR  LA
RESPUESTA  INCORRECTA):

a) La  asistencia  y  la  cooperación  jurídica,  económica  y  técnica  a  los  municipios,  especialmente  los  de  menor
capacidad económica y de gestión. En todo caso garantizará en los municipios de menos de 1.000 habitantes la
prestación de los servicios de secretaría e intervención.

b) La coordinación de los servicios municipales entre sí para la garantía de la prestación integral y adecuada en la
totalidad del territorio insular.

c) Asistencia  en  la  prestación  de  los  servicios  de  gestión  de  la  recaudación  tributaria,  en  periodo  voluntario  y
ejecutivo,  y  de  servicios  de  apoyo  a  la  gestión  financiera  de  los  municipios  con  población  inferior  a  20.000
habitantes.

d) La prestación de los servicios de la administración electrónica y la contratación centralizada en los municipios con
población superior a 20.000 habitantes.

22. ¿Qué  condiciones  son  las  que  prevé  el  artículo  29.3  de  la  Ley  38/2003,  de  17  de  noviembre,  General  de
Subvenciones, para permitir la subcontratación -con el cumplimiento de los requisitos previstos en dicho apartado-?:

a) Cuando  la  actividad  concertada  con  terceros  exceda  del  20  por  ciento  del  importe  de  la  subvención  y  dicho
importe  sea  inferior  a  80.000  euros.

b) Cuando  la  actividad  concertada  con  terceros  exceda  del  20  por  ciento  del  importe  de  la  subvención  y  dicho
importe  sea  superior  a  80.000  euros.

c) Cuando la actividad concertada con terceros no exceda del  20 por  ciento del  importe de la subvención y dicho
importe sea superior  a 60.000 euros

d) Cuando  la  actividad  concertada  con  terceros  exceda  del  20  por  ciento  del  importe  de  la  subvención  y  dicho
importe  sea  superior  a  60.000  euros.

23. Determina el artículo 65.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, que cuando
la  Administración  del  Estado  o  de  las  Comunidades  Autónomas  considere,  en  el  ámbito  de  las  respectivas
competencias,  que  un  acto  o  acuerdo  de  alguna  Entidad  local  infringe  el  ordenamiento  jurídico,  podrá  requerirla,
invocando  expresamente  el  citado  artículo,  para  que  anule  dicho  acto  en  el  plazo  máximo:

a) De 1 mes.
b) De 2 meses.
c) De 6 meses.
d) No existe plazo.

24. Conforme a lo indicado en el  artículo 3.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,  Reguladora de las Bases del  Régimen
Local,  son Entidades Locales territoriales:

a) El Municipio, la Provincia, la Comunidad Autónoma y la Isla en los archipiélagos balear y canario.
b) El Municipio, la Provincia, las entidades públicas empresariales y la Isla en los archipiélagos balear y canario.
c) El Municipio, la Provincia y la Isla en los archipiélagos balear y canario.
d) La Comunidad Autónoma, El Municipio y la Provincia.

25. En atención al artículo 4.1 de la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica y creación
del  registro  contable  de  facturas  en  el  Sector  Público,  en  todo  caso,  estarán  obligadas  al  uso  de  la  factura
electrónica y a su presentación a través del  punto general  de entrada que corresponda, las entidades siguientes:
(SEÑALAR LA RESPUESTA INCORRECTA)

a) Sociedades anónimas.
b) Uniones temporales de empresas.
c) Personas jurídicas y entidades con personalidad jurídica que carezcan de nacionalidad española.
d) Sociedades de responsabilidad limitada.
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26. Según  el  artículo  25  de  la  Ley  7/1985,  de  2  de  abril,  Reguladora  de  las  Bases  del  Régimen  Local,  entre  las
competencias propias del Municipio, en los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas,
no se incluye:

a) Evaluación e información de situaciones de necesidad social  y la atención inmediata a personas en situación o
riesgo de exclusión social.

b) Urbanismo:  planeamiento,  gestión,  ejecución  y  disciplina  urbanística.  Protección  y  gestión  del  Patrimonio
histórico.  Promoción  y  gestión  de  la  vivienda  de  protección  pública  con  criterios  de  sostenibilidad  financiera.
Conservación  y  rehabilitación  de  la  edificación.

c) Autorización, gestión e inspección del transporte discrecional de viajeros.
d) Medio  ambiente  urbano:  en  particular,  parques  y  jardines  públicos,  gestión  de  los  residuos  sólidos  urbanos  y

protección  contra  la  contaminación  acústica,  lumínica  y  atmosférica  en  las  zonas  urbanas.

27. Iniciado de oficio el procedimiento de responsabilidad patrimonial, se procede a notificar el acuerdo de inicio a los
particulares  presuntamente  lesionados,  a  fin  de  concederles  un  plazo  de  diez  días  para  que  aporten  cuantas
alegaciones, documentos o información estimen conveniente (artículo 65 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre). Tras
esto:

a) El  procedimiento  se  instruirá  aunque  los  particulares  presuntamente  lesionados  no  se  personen  en  el  plazo
establecido.

b) El procedimiento no se instruirá, declarando la terminación del mismo de forma expresa, cuando los particulares
presuntamente lesionados no se personen en el plazo establecido.

c) El  procedimiento  se  instruirá  únicamente  cuando  los  particulares  presuntamente  lesionados  se  personen  en  el
procedimiento.

d) El  procedimiento  no  se  instruirá,  declarando  el  desistimiento  de  forma  expresa,  cuando  los  particulares
presuntamente  lesionados  no  se  personen  en  el  plazo  establecido.

28. El artículo 122 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, prevé que el Pleno será
convocado y presidido por el Alcalde, con las salvedades previstas en este artículo. El Alcalde podrá delegar:

a) Exclusivamente la convocatoria y la presidencia del Pleno, cuando lo estime oportuno, en uno de los concejales.
b) Exclusivamente la convocatoria y la presidencia del  Pleno, en los supuestos de ausencia o enfermedad, en los

Tenientes de Alcalde.
c) Exclusivamente la convocatoria y la presidencia del Pleno, salvo la decisión de los empates con voto de calidad.
d) Previo decreto y exclusivamente la convocatoria y la presidencia del Pleno en uno de los concejales, siempre que

sea ratificado por la mayoría simple de votos del Pleno al inicio de la sesión.

29. Conforme  al  artículo  75  del  Reglamento  de  Bienes  de  las  Entidades  Locales,  en  la  utilización  de  los  bienes  de
dominio  público  se  considerará  uso  común  especial:

a) La  ocupación  de  una  porción  del  dominio  público,  de  modo  que  limite  o  excluya  la  utilización  por  los  demás
interesados.

b) Si  concurrieran  circunstancias  de  este  carácter  por  la  peligrosidad,  intensidad  del  uso  o  cualquiera  otra
semejante.

c) Cuando no concurran circunstancias singulares.
d) La ocupación de una porción del dominio público, sujeta a concesión administrativa.

30. Según  el  artículo  128  de  la  Ley  39//2015,  de  1  de  octubre,  de  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones  Públicas,  ninguna  disposición  administrativa  podrá  vulnerar:

a) Los preceptos de otra de rango inferior.
b) Los preceptos de otra de rango superior.
c) Los preceptos de otra de rango igual o superior.
d) Los preceptos de otra de rango igual o inferior.
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31. Conforme al artículo 103 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, previa justificación
en el expediente, la revisión periódica y predeterminada de precios se podrá llevar a cabo en aquellos contratos en
los que el período de recuperación de la inversión sea igual o superior a:

a) Cinco años.
b) Tres años.
c) Un año.
d) Dos años.

32. En la organización de la Junta de Gobierno Local, según el artículo 126 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora
de las Bases del Régimen Local, el alcalde podrá nombrar como miembros de la misma:

a) Solo a personas que ostenten la condición de concejales, sin perjuicio de poder también asistir los concejales no
pertenecientes a la Junta y los titulares de los órganos directivos,  sin que sea necesario que sean convocados
expresamente por  el  Alcalde.

b) Solo a personas que no ostenten la condición de concejales, siempre que su número no supere un tercio de sus
miembros, excluido el Alcalde.

c) Solo a personas que no ostenten la condición de concejales, siempre que su número no supere un tercio de sus
miembros, incluido el Alcalde.

d) Solo a personas que no ostenten la condición de concejales, siempre que su número no supere la mitad de sus
miembros, excluido el Alcalde.

33. Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, en su artículo 73, relativo a las fases del procedimiento
de la gestión de gastos, señala que el reconocimiento de obligaciones con cargo a la Hacienda Pública estatal se
producirá:

a) Previa  acreditación  documental  ante  el  órgano  competente  de  la  realización  de  la  prestación  o  el  derecho  del
acreedor  de  conformidad  con  los  acuerdos  que  en  su  día  aprobaron  y  comprometieron  el  gasto.

b) Previa  acreditación  documental  ante  el  órgano  competente  de  la  realización  de  la  prestación  o  el  derecho  del
acreedor  de  conformidad  con  los  acuerdos  que  en  su  día  aprobaron  y  comprometieron  el  ingreso.

c) Previa  acreditación  documental  ante  el  órgano  competente  de  la  realización  de  la  prestación  o  el  derecho  del
acreedor  de  conformidad  con  los  acuerdos  que  en  su  día  dispusieron  y  comprometieron  el  ingreso.

d) Previa  acreditación  documental  ante  el  órgano  competente  de  la  recepción  de  la  prestación  o  el  derecho  del
acreedor  de  conformidad  con  los  acuerdos  que  en  su  día  dispusieron  y  comprometieron  el  gasto.

34. ¿Qué título de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia
de Género recoge los derechos de las mujeres víctimas de violencia de género?:

a) El Título III.
b) El Título II.
c) El Título IV.
d) El Título I.

35. Conforme al artículo 114 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, deberán ser acordadas con el voto
favorable  de  la  mayoría  absoluta  del  número  legal  de  miembros  de  la  Corporación  las  enajenaciones  de  bienes
cuyo  valor  exceda:

a) Del 10 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto.
b) Del 15 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto.
c) Del 20 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto.
d) Del 25 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto.

36. Determina  el  artículo  28  del  Real  Decreto  Legislativo  2/2044,  de  5  de  marzo,  por  el  que  se  aprueba  el  texto
Refundido  de  la  Ley  Reguladora  de  las  Haciendas  Locales,  que  el  hecho  imponible  de  las  contribuciones
especiales  consiste  en:

a) La prestación de un servicio público de recepción obligatoria.
b) La obtención por el sujeto pasivo de un beneficio o un aumento del valor de sus bienes.
c) La realización de actividades comerciales en la vía pública.
d) La propiedad de bienes inmuebles urbanos.
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37. Conforme al artículo 50 de la Ley 8/2015, de 1 de abril, de Cabildos Insulares, indique cuál de los siguientes no es
un órgano de gobierno necesario de los cabildos insulares:

a) El pleno.
b) Las comisiones informativas.
c) El o los vicepresidentes.
d) El consejo de gobierno insular.

38. Según el  artículo 47.2 Ley 40/2015,  de 1 de octubre,  de Régimen Jurídico del  Sector  Público,  ¿qué convenio se
excluye de la  regulación contenida en esta ley?:

a) Convenios firmados entre una Administración Pública u organismo o entidad de derecho público y un sujeto de
Derecho privado.

b) Convenios  interadministrativos  firmados  entre  dos  o  más  Administraciones  Públicas,  o  bien  entre  dos  o  más
organismos  públicos  o  entidades  de  derecho  público  vinculados  o  dependientes  de  distintas  Administraciones
públicas,  y  que  podrán  incluir  la  utilización  de  medios,  servicios  y  recursos  de  otra  Administración  Pública,
organismo  público  o  entidad  de  derecho  público  vinculado  o  dependiente,  para  el  ejercicio  de  competencias
propias  o  delegadas.

c) Convenios interadministrativos suscritos entre dos o más Comunidades Autónomas para la gestión y prestación
de servicios propios de las mismas.

d) Convenios  intradministrativos  firmados  entre  organismos  públicos  y  entidades  de  derecho  público  vinculados  o
dependientes  de  una  misma  Administración  Pública.

39. Según  el  artículo  47.1  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones  Públicas,  ¿es  posible  que  una  disposición  con  rango  reglamentario  establezca  expresamente
supuestos  de  nulidad  de  pleno  derecho?:

a) No.
b) No, salvo en el caso previsto en el artículo 134 de la Ley 39/2015.
c) Sí.
d) Sí, salvo en el caso previsto en el artículo 134 de la Ley 39/2015.

40. De conformidad con el artículo 95.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de
las Administraciones Públicas, los procedimientos caducados:

a) No interrumpirán el plazo de prescripción.
b) Interrumpirán el plazo de prescripción.
c) Solo interrumpen el plazo de prescripción cuando la norma reguladora del procedimiento específico así lo prevea.
d) Interrumpirán el plazo de prescripción, salvo en los procedimientos sancionadores.

41. Según  el  artículo  77.2  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones  Públicas,  el  instructor,  a  petición  de  los  interesados,  podrá  decidir  la  apertura  de  un  período
extraordinario  de  prueba  por  un  plazo  no  superior  a:

a) Cinco días.
b) Quince días.
c) Veinte días.
d) Ninguna respuesta es correcta.

42. Según  el  artículo  128  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  de  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones  Públicas,  ¿quiénes  pueden  ejercer  la  potestad  reglamentaria?:

a) El Gobierno de la Nación, órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas y órganos de gobierno locales.
b) Solo el Gobierno de la Nación.
c) Solo el Gobierno de la Nación y los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas.
d) Cualquier funcionario que tenga delegadas las competencias.
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43. De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  11.2  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  las  Administraciones  Públicas  sólo  requerirán  a  los
interesados  el  uso  obligatorio  de  firma  para  (SEÑALAR  LA  RESPUESTA  INCORRECTA):

a) Formular solicitudes.
b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones.
c) Interponer recursos.
d) Desistir de derechos.

44. De conformidad con lo previsto en el artículo 42 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, ¿se puede exigir un precio público por
el servicio de alumbrado de vías públicas?:

a) Sí.
b) Sí, salvo que una disposición normativa disponga otra cosa.
c) No.
d) No, salvo que una disposición normativa disponga otra cosa.

45. Según  el  artículo  21.2  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones Públicas,  el  plazo máximo en el  que debe notificarse la  resolución expresa será el  fijado por  la
norma reguladora del  correspondiente procedimiento y  este plazo no podrá exceder:

a) De  doce  meses  salvo  que  una  norma  establezca  uno  mayor  o  así  venga  previsto  en  el  Derecho  de  la  Unión
Europea.

b) De doce meses salvo que una norma con rango de Ley establezca uno mayor o inferior o así venga previsto en el
Derecho de la Unión Europea.

c) De seis meses salvo que una norma con rango de Ley establezca uno mayor o así venga previsto en el Derecho
de la Unión Europea.

d) De seis meses salvo que una norma establezca uno mayor o inferior  o así  venga previsto en el  Derecho de la
Unión Europea.

46. Conforme  la  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de  Contratos  del  Sector  Público,  cuál  de  los  siguientes  NO  son
contratos  sujetos  a  una  regulación  armonizada:

a) Los contratos que tengan por objeto los servicios jurídicos para la representación y defensa legal de un cliente por
un  procurador  o  un  abogado,  ya  sea  en  un  arbitraje  o  una  conciliación  celebrada  en  un  Estado  o  ante  una
instancia  internacional  de  conciliación  o  arbitraje,  o  ya  sea  en  un  procedimiento  judicial  ante  los  órganos
jurisdiccionales  o  las  autoridades  públicas  de  un  Estado  o  ante  órganos  jurisdiccionales  o  instituciones
internacionales.

b) Los contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a la cantidad de 140.000 euros, cuando los
contratos hayan de ser adjudicados por la Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, o las
Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social.

c) Los contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual  o superior a la cantidad de 750.000 euros, cuando se
trate  de  contratos  que  tengan  por  objeto  los  servicios  sociales  y  otros  servicios  específicos  enumerados  en  el
anexo  IV  de  dicha  Ley.

d) Los  contratos  de  obras,  de  concesión  de  obras  y  de  concesión  de  servicios  cuyo  valor  estimado  sea  igual  o
superior  a  5.404.000  euros.

47. Conforme  al  artículo  4  del  Reglamento  de  Bienes  de  las  Entidades  Locales,  son  bienes  de  servicio  público
(SEÑALAR  LA  RESPUESTA  INCORRECTA):

a) Museos.
b) Montes catalogados.
c) Puentes.
d) Mercados.
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48. ¿Qué concepto retributivo está destinado a retribuir el factor dedicación?:
a) Complemento de destino.
b) Complemento de productividad.
c) Gratificación.
d) Complemento específico.

49. Conforme al artículo 7 del Reglamento Orgánico del Gobierno y de la Administración del Excmo. Ayuntamiento de
Santa  Cruz  de  Tenerife,  a  los  órganos  superiores  del  Excmo.  Ayuntamiento  de  Santa  Cruz  de  Tenerife  les
corresponde:

a) La ejecución de las decisiones adoptadas por los órganos directivos.
b) Las funciones de fe pública de los actos y acuerdos de los órganos unipersonales y las demás funciones de fe

pública.
c) La dirección, planificación y coordinación política.
d) La coordinación de las distintas Subáreas, Direcciones Generales u órganos asimilados que integran el Área de

Gobierno, los servicios comunes y las demás funciones que les deleguen el Alcalde o la Junta de Gobierno.

50. Según dispone  el  artículo  2  de  la  Ley  Orgánica  3/2007,  de  22  de  marzo,  para  la  igualdad  efectiva  de  mujeres  y
hombres,  las  obligaciones  establecidas  en  dicha  Ley  serán  de  aplicación  a  toda  persona:

a) Únicamente Jurídica que se encuentre o actúe en territorio español.
b) Física o jurídica que se encuentre o actúe en territorio español.
c) Únicamente Física, que se encuentre o actúe en territorio español.
d) Física o jurídica independientemente del territorio en el que se encuentre o actúe.

51. Establece el artículo 69 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, que existirá
una Delegación del Gobierno:

a) En cada provincia.
b) En cada municipio.
c) En cada Comunidad Autónoma.
d) En cada isla.

52. En atención a lo reconocido en el artículo 41.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo
Común  de  las  Administraciones  Públicas,  en  ningún  caso  se  efectuarán  por  medios  electrónicos  las  siguientes
notificaciones:

a) Cuando la notificación se realice con ocasión de la comparecencia espontánea del interesado o su representante
en  las  oficinas  de  asistencia  en  materia  de  registro  y  solicite  la  comunicación  o  notificación  personal  en  ese
momento.

b) Aquellas en las que el acto a notificar vaya acompañado de elementos en papel.
c) Cuando  para  asegurar  la  eficacia  de  la  actuación  administrativa  resulte  necesario  practicar  la  notificación  por

entrega  directa  de  un  empleado  público  de  la  Administración  notificante.
d) Las que contengan medios de pago a favor de los obligados, tales como cheques.

53. El control financiero de subvenciones NO tendrá como objeto verificar:
a) La  adecuada  y  correcta  financiación  de  las  actividades  subvencionadas,  en  los  términos  establecidos  en  el

apartado  3  del  artículo  19  de  la  Ley  38/2003,  de  17  de  noviembre,  General  de  Subvenciones.
b) La realidad y la regularidad de las operaciones que, de acuerdo con la justificación presentada por beneficiarios y

entidades colaboradoras, han sido financiadas con la subvención.
c) La  adecuada  y  correcta  justificación  de  la  subvención  por  parte  de  los  subcontratistas,  en  los  términos

establecidos  en  el  artículo  29  de  la  Ley  38/2003,  de  17  de  noviembre,  General  de  Subvenciones.
d) La  existencia  de  hechos,  circunstancias  o  situaciones  no  declaradas  a  la  Administración  por  beneficiarios  y

entidades  colaboradoras  y  que  pudieran  afectar  a  la  financiación  de  las  actividades  subvencionadas,  a  la
adecuada  y  correcta  obtención,  utilización,  disfrute  o  justificación  de  la  subvención,  así  como  a  la  realidad  y
regularidad  de  las  operaciones  con  ella  financiadas.
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54. Conforme al artículo 167 de la Constitución Española de 1978, ¿Qué mayoría de cada de una de las Cámaras es
necesaria para la aprobación de un proyecto de reforma constitucional en primera votación?:

a) Mayoría simple.
b) Mayoría absoluta.
c) Mayoría de 3/5.
d) Mayoría de 2/3.

55. ¿Qué  instituciones  están  sujetas  al  principio  de  estabilidad  presupuestaria  regulado  en  el  artículo  135  de  la
Constitución?:

a) Solo el Estado.
b) Solo las Comunidades Autónomas.
c) Solo las Entidades Locales.
d) Todas las Administraciones Públicas.

56. Conforme  al  artículo  18  del  Reglamento  de  Bienes  de  las  Entidades  Locales,  en  el  inventario  se  reseñarán,  por
separado,  según  su  naturaleza,  agrupándolos  a  tenor  de  los  siguientes  epígrafes  (SEÑALAR  LA  RESPUESTA
INCORRECTA):

a) Bienes y derechos revertibles.
b) Vehículos.
c) Derechos reales.
d) Parcelas sobrantes.

57. Conforme al artículo 206 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, en los supuestos de
modificación del contrato recogidas en el artículo 205, las modificaciones acordadas por el órgano de contratación
serán  obligatorias  para  los  contratistas  cuando  impliquen,  aislada  o  conjuntamente,  una  alteración  en  su  cuantía
que  no  exceda:

a) Del 10 por ciento del precio inicial del contrato, IVA excluido
b) Del 20 por ciento del precio inicial del contrato, IVA excluido
c) Del 40 por ciento de su precio inicial, IVA excluido.
d) Del 50 por ciento de su precio inicial, IVA excluido.

58. Conforme  al  artículo  26  de  la  ley  31/1995,  de  8  de  noviembre,  de  Prevención  de  Riesgos  Laborales,  las
trabajadoras embarazadas tendrán derecho a ausentarse del trabajo para la realización de exámenes prenatales y
técnicas de preparación al parto:

a) Con derecho a remuneración y justificación de la necesidad de su realización dentro de la jornada de trabajo.
b) Con  derecho  a  remuneración  y  sin  necesidad  de  justificación  de  la  necesidad  de  su  realización  dentro  de  la

jornada  de  trabajo.
c) Con el descuento de haberes proporcional y justificación de la necesidad de su realización dentro de la jornada de

trabajo.
d) Con  el  descuento  de  haberes  proporcional  y  sin  necesidad  de  justificación  de  la  necesidad  de  su  realización

dentro  de  la  jornada  de  trabajo.

59. En atención a lo dispuesto en el artículo 64.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo
Común  de  las  Administraciones  Públicas,  excepcionalmente,  cuando  en  el  momento  de  dictar  el  acuerdo  de
iniciación  no  existan  elementos  suficientes  para  la  calificación  inicial  de  los  hechos  que  motivan  la  incoación  del
procedimiento  de  naturaleza  sancionadora,  la  citada  calificación:

a) No podrá realizarse en una fase posterior.
b) Podrá  realizarse  en  una  fase  posterior  mediante  la  elaboración  de  un  informe  propuesta  motivado,  que  se

incorporará  en  el  expediente  administrativo.
c) Podrá realizarse en una fase posterior mediante la elaboración de un Pliego de cargos, que deberá ser notificado

a los interesados.
d) No  podrá  realizarse  en  una  fase  posterior  salvo  que  se  confeccione  un  informe  propuesta  motivado,  que  se

incorporará  en  el  expediente  administrativo.
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60. Conforme al artículo 29 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, ¿qué cantidades
tiene la consideración de retribución diferida?:

a) Los servicios extraordinarios.
b) Las indemnizaciones por razón del servicio.
c) El complemento de productividad.
d) Las destinadas a financiar aportaciones a planes de pensiones.

61. ¿Qué  título  y  capítulo  de  la  Ley  40/2015,  de  1  de  octubre,  de  Régimen  Jurídico  del  Sector  Público  regula  los
Ministerios  y  su  estructura  interna?:

a) Título I, Capítulo III.
b) Título I, Capítulo IV.
c) Título I, Capítulo II.
d) Título I, Capítulo I.

62. De  conformidad  con  el  artículo  12.1  de  la  Ley  Orgánica  3/2018,  de  5  de  diciembre,  de  Protección  de  Datos
Personales y garantía de los derechos digitales, los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento
(UE) 2016/679, podrán ejercerse:

a) Directamente o por medio de representante administrativo o voluntario.
b) Directamente o por medio de representante legal o voluntario salvo los supuestos previstos en el artículo 100 de

la citada Ley.
c) Directamente o por medio de representante legal o voluntario.
d) Directamente o por medio de representante administrativo o voluntario salvo los supuestos previstos en el artículo

100 de la citada Ley.

63. La  Orden  EHA/3565/2008,  de  3  de  diciembre,  por  la  que  se  aprueba  la  estructura  de  los  presupuestos  de  las
entidades  locales,  en  su  Anexo  III  establece  los  Códigos  de  la  clasificación  económica  de  los  gastos  del
presupuesto de las entidades locales y sus organismos autónomos; de acuerdo con esto, los Gastos en Bienes y
Servicios ¿en qué tipo de operaciones se clasifican?:

a) Operaciones financieras al igual que los Gastos de Personal.
b) Operaciones de capital, excepto si se destinan a Proyectos de Inversión.
c) Operaciones no financieras (operaciones corrientes) al igual que los Gastos de Personal.
d) Las entidades locales no están autorizadas a realizar este tipo de operaciones.

64. Indique cuál de estas afirmaciones relativas a la perfección de los contratos y el carácter formal de la contratación
del  sector  público  no  es  correcta,  conforme  a  lo  previsto  en  los  artículos  36  y  37  de  la  Ley  9/2017,  de  8  de
noviembre,  de  Contratos  del  Sector  Público:

a) Los  contratos  subvencionados  que,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  23  de  la  citada  Ley,  deban
considerarse sujetos a regulación armonizada, se perfeccionarán de conformidad con la legislación por la que se
rijan. Las partes deberán notificar su formalización al órgano que otorgó la subvención.

b) Los contratos basados en un acuerdo marco y los contratos específicos en el marco de un sistema dinámico de
adquisición, se perfeccionan con su adjudicación.

c) Las  entidades  del  sector  público  no  podrán  contratar  verbalmente,  salvo  que  el  contrato  tenga,  conforme  a  lo
señalado  en  el  artículo  120.1  de  dicha  Ley,  carácter  de  urgencia.

d) Los contratos que celebren las Administraciones Públicas se formalizarán de acuerdo con lo previsto en el artículo
153 de la referida Ley, sin perjuicio de lo señalado para los contratos menores en el artículo 118 de dicho texto
legal.
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65. Conforme al artículo 7 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las
Administraciones Públicas, es requisito necesario para autorizar la compatibilidad de actividades públicas el que la
cantidad  total  percibida  por  ambos  puestos  o  actividades  no  supere  la  correspondiente  al  principal,  estimada  en
régimen de dedicación ordinaria,  incrementada, para los funcionarios del  grupo C (actual  C1) o personal  de nivel
equivalente,  en:

a) Un 25 por ciento.
b) Un 30 por ciento.
c) Un 35 por ciento.
d) Un 40 por 100.
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